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PETICIÓN / SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN INVALIDEZ / PROGRAMA DE SUBSIDIO AL APORTE EN PENSIÓN / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / SÍ PROCEDE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL / MODIFICA Y NIEGA -  Al arribar al caso singular, se tiene que si bien el señor FdEJCH cuenta en la actualidad con 57 años , el mismo padece de algunas enfermedades que le generaron una pérdida de su capacidad para laborar, además de haber sido declarado en interdicción judicial, lo que ha ameritado que su supervivencia se dé gracias a la ayuda de amigos y familiares -situaciones éstas que no fueron desvirtuadas por las entidades accionadas-, por lo cual es evidente que el mismo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y en consecuencia es procedente el amparo reclamado, por lo cual el juez de primer nivel debió ingresar en el estudio de fondo de la acción de tutela, lo cual no hizo, y por ende la Sala deberá establecer si en efecto el actor tiene derecho a la prestación que exige.

A ese respecto, obsérvese que lo que reclama el apoderado del actor es que se tengan en cuenta a su favor las cotizaciones que hizo entre mayo 01 de 2013 al 30 de marzo de 2014, con la cuales completaría el requisito de densidad de semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de su estado de invalidez.

A lo anterior corresponde asegurar además que si bien es cierto el señor FdEJCH realizó cotizaciones en dicho período, no puede dejarse de lado que el mismo era beneficiario del PSAP (Programa de Subsidio al Aporte en Pensión), y de conformidad con el artículo 28 de la Ley 100/93  lo recibiría de forma temporal y parcial, destacándose que se afilió desde julio 01 de 1998. Pero lo que su apoderado no indicó es que fue retirado en abril 12 de 2013 por haber cumplido el lapso máximo establecido para el otorgamiento del subsidio al que hace alusión el artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016 como así se informó por parte del Consorcio COLOMBIA MAYOR.
(…)
Precisamente en el mencionado documento Conpes , como igualmente lo informó el Consorcio COLOMBIA MAYOR, se señala que para el grupo poblacional de “independiente urbano” el tiempo de semanas subsidiadas equivale a 750, siendo este al cual perteneció el señor FdEJCH, por lo cual no era posible que le fueran reconocidos tales beneficios con posterioridad a haber alcanzado ese número máximo de semanas. Y si bien en su caso fueron solamente 741.43 semanas cotizadas, ello lo fue por cuanto por los períodos 1999-06 y 1999-10 el actor no pagó el aporte parcial que le correspondía y por ende COLPENSIONES hizo devolución de dichos subsidios al Consorcio.

De lo anterior se extrae claramente que a partir del mes de mayo de 2013 el señor FdEJCH ya no podía recibir el subsidio de aporte en pensión por expresa prohibición legal. Y si bien cotizó a partir de mayo 01 de 2013 hasta marzo 30 de 2014, según los soportes allegados al dossier , de su mera lectura se aprecia que continuó haciéndolo como beneficiario del subsidio en pensión, no obstante que ya había sido retirado del mismo, lo que implica que el pago que por tal concepto realizó -por valor de $9.432.oo- no era el que debía efectuar en su condición de particular, al haber perdido la calidad de afiliado al PSAP, aspecto que en sí mismo considerado afectaba la sostenibilidad financiera del sistema.

Como se aprecia, el actor no cumple con las exigencias para ser merecedor de la pensión de invalidez que reclama y si lo que pretende el mismo es que los períodos durante los cuales cotizó con posterioridad a la terminación del lapso en que recibió el subsidio del Consorcio COLOMBIA MAYOR, deberá acudir a la justicia laboral, por ser allí el espacio procesal apropiado para determinar si le asiste o no razón al accionante en ese aspecto específico.
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Pereira, cinco (05) de abril de dos mil dieciocho (2018)

    Acta de Aprobación No. 095
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    el apoderado del señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la tutela instaurada en contra de COLPENSIONES.

2.- DEMANDA 

Los hechos que se plantean en el escrito de tutela por el abogado del accionante se pueden concretar así: (i) el señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ padece de “lumbago con ciática, disminución de la agudeza visual, hipoacusia neurosensorial bilateral, esquizofrenia y osteoartrosis primaria generalizada”; (ii) debido a esos diagnósticos inició trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral ante COLPENSIONES, dentro del cual en septiembre 06 de 2015 le fue otorgado un porcentaje del 52,82% de invalidez por enfermedad de origen común, con fecha de estructuración agosto 14 de 2015; (iii) en el citado dictamen se estableció que no se encontraba en capacidad de ejercer su propia representación, razón por la que se adelantó proceso de interdicción judicial en el Juzgado Primero Promiscuo de Familia de Cartago (Valle), el cual culminó con la designación de guardadora legítima; (iv) la curadora del actor solicitó a favor del señor CORREA HERNÁNDEZ el reconocimiento de la pensión de invalidez, prestación que fue negada mediante Resolución SUB 153167 de agosto 11 de 2017, según indicó el fondo pensional por no acreditar 50 semanas en los 3 años anteriores a la configuración de la invalidez; (v) el señor CORREA HERNÁNDEZ cotizó de forma ininterrumpida hasta marzo de 2014, no obstante los pagos realizados a partir de mayo 01 de 2013 no fueron tenidos en consideración por la accionada bajo el argumento de haberlos efectuado cuando ya llevaba más de 15 años en el subsidio de PROSPERAR -hoy COLOMBIA MAYOR-; (vi) si dichas cotizaciones se tuvieran en cuenta tendría 83,8 semanas en el periodo comprendido entre agosto 14 de 2012 y agosto 14 de 2015; (vii) es sumamente injusto que el sistema se lucre de los aportes que hizo de buena fe FERNANDO DE JESÚS, toda vez que nadie le advirtió que al superar dicho tope no podría seguir con las cotizaciones, e incluso se le envió el talonario del 2013; (viii) en septiembre 14 de 2017 presentó solicitud de revocatoria directa del citado acto administrativo, y por resolución SUB 21783 de octubre 6 de 2017 se negó su pretensión; (ix)  la condición actual del actor es caótica, toda vez que además de su estado de invalidez y tener 57 años, no cuenta con ningún ingreso que le permita sufragar sus necesidades básicas, y ha tenido que acudir a la caridad de amigos y familiares para solventar su subsistencia, lo que se traduce en un estado de indignidad que no puede ser aceptable, máxime que es sujeto de especial protección constitucional; y (x) la acción es procedente por cuanto la negativa de la entidad de acceder a la pensión le genera un perjuicio irremediable.
Estima como quebrantadas las garantías constitucionales al mínimo vital, igualdad, seguridad social y dignidad humana, cuyo amparo invoca; y, en consecuencia, se ordene a COLPENSIONES reconocer la prestación reclamada a favor de su poderdante, al tener en consideración las cotizaciones realizadas desde mayo 01 de 2013 hasta marzo 30 de 2014.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El trámite de la acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento, despacho que la admitió y corrió traslado a la entidad tutelada, la cual se pronunció por intermedio de su Director de Acciones Constitucionales en los siguientes términos:

El señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ solicitó la pensión de invalidez, la cual fue atendida y decidida mediante las resoluciones SUB 153167 de agosto 11 de 2017 y SUB 217830 de octubre 06 de 2017, y por las razones de hecho y de derecho que allí se manifestaron no se accedió a lo pedido; por tanto, si el actor presenta desacuerdo con lo resuelto debe agotar los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos para tal fin, mas no acudir a la acción de tutela, por cuanto esta, en virtud del principio de subsidiariedad, solo procede ante la inexistencia de otro mecanismo judicial, y en el marco del Sistema de Seguridad Social cuando se generan controversias entre afiliados, beneficiarios o usuarios, empleador y entidades administradoras, estas deben ser conocidas por la jurisdicción ordinaria laboral, de conformidad con lo consagrado en el artículo 2º del Código Procesal del Trabajo y la Seguridad Social. 

El amparo tampoco puede concederse de manera transitoria puesto que no se acreditó la ocurrencia de un perjuicio irremediable, y por tanto no es competencia del juez constitucional realizar un análisis de fondo frente a lo solicitado.

La Corte Constitucional ha reiterado que el amparo tutelar es improcedente para el otorgamiento de prestaciones económicas, pues por su naturaleza excepcional y subsidiaria no puede reemplazar las acciones ordinarias para resolver los asuntos litigiosos, y también ha referido que el juez de tutela no debe indicarle a la entidad encargada del reconocimiento de una pensión, el contenido, alcance y efectos de sus decisiones, frente a solicitudes pensionales, ya que su competencia se ciñe a verificar que se proporcione una respuesta oportuna y de fondo a la petición presentada; por tanto, no tiene competencia para pronunciarse de fondo frente a la concesión de una pensión de invalidez.

De acuerdo con lo anterior solicita que se desestimen las pretensiones de la demanda, al no tener esa entidad responsabilidad en la transgresión de los derechos fundamentales cuya protección se invoca.
3.2.- Dentro del plazo constitucional (noviembre 30 de 2017), el a quo profirió decisión por medio de la cual declaró improcedente el amparo deprecado, al considerar que el actor puede acudir a la jurisdicción ordinaria para que se dirima la controversia que se suscita entre él y COLPENSIONES, y no demostró la falta de idoneidad de ese mecanismo para garantizar la protección de los derechos que se aprecian vulnerados, como tampoco la ocurrencia de un perjuicio irremediable que hiciera viable la tutela en forma transitoria. 

3.3.- Dicha providencia fue objeto de impugnación por parte del apoderado del actor, la cual fue asignada a esta Sala, donde por auto de enero 31 de 2018 se decretó la nulidad de lo actuado a partir del referido fallo, para que se integrara en debida forma el contradictorio.
3.4.- Recibida la actuación ante el juzgado a quo, se procedió a vincular al trámite al Consorcio COLOMBIA MAYOR y al Ministerio del Trabajo, habiéndose pronunciado únicamente la primera de las entidades mencionadas, en la que informó lo siguiente: (i) el señor CORREA HERNÁNDEZ se afilió al Programa de Subsidio al Aporte en Pensión -en adelante PSAP-, desde julio 01 de 1998 y fue retirado del mismo en abril 12 de 2013 por cumplir el tiempo máximo establecido para su otorgamiento y durante el tiempo de afiliación le fueron subsidiadas 741.43 semanas, dado que durante dos períodos no realizó el pago parcial que le correspondía; (ii) el accionante incurrió en la causal de pérdida de dicho beneficio, toda vez que su permanencia en el PSAP se encontraba limitada cuando se incurriera en alguna de las causales allí plasmadas, más concretamente por haber cumplido el lapso para el otorgamiento del subsidio de conformidad con el artículo 9° del Decreto 1858/96 y señalado en el documento Conpes 3605 de 2009 en 750 para persona independiente urbano; (iii) otorgar semanas más allá de ese tope permitido soslayaría el principio de sostenibilidad financiera del sistema y con él el de la universalidad, dado que la temporalidad que se estableció fue precisamente para que otras personas con posterioridad al actor pudieran verse cobijados por este; (iv) la acción constitucional no es el medio idóneo para pedir el reconocimiento de prestaciones económicas, al existir la jurisdicción ordinaria para debatir tales temas, con lo cual se afecta el principio de subsidiariedad de la tutela; (vi) solicita se vincule al asunto al Ministerio del Trabajo, toda vez que el Fondo  de Solidaridad Pensional es una cuenta especial de la Nación adscrita a dicha cartera y su no vinculación podrá acarrear la nulidad por vulneración al debido proceso; y (vii) pide se denieguen las pretensiones de la demanda y se vincule al referido Ministerio.

3.5.- Nuevamente se pronunció el Director de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES, para referir que se desconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela toda vez que las controversias suscitadas en estos casos deben ser conocidas por la jurisdicción laboral, máxime que en este caso no se ha demostrado la amenaza o la comisión de un eventual perjuicio irremediable. Pide sean desestimadas las pretensiones del demandante.

3.6.- Mediante sentencia de febrero 14 de 2018, el a quo declara improcedente la acción constitucional al considerar que el actor puede acudir a la vía ordinaria para reclamar la protección de sus derechos fundamentales, como así lo establece el Código Procesal del Trabajo, ya que el accionante no demostró por qué la vía ordinaria no es idónea ni eficaz, y aunque se enuncia la ocurrencia de un perjuicio irremediable no argumentó ni acreditó sumariamente en qué consistía el mismo, la indignidad en que se encuentra o la gravedad de sus patologías que amenacen su vida en corto tiempo, como para sostener que ello le impida esperar el resultado del proceso ordinario.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del tutelante se opuso a lo resuelto por el juez de primer nivel, y pidió que se le reconozca la pensión de invalidez a su cliente. Al respecto argumentó:

Contrario a lo concluido en la sentencia, en su criterio la acción de tutela sí es el mecanismo idóneo para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez a favor de su representado, en atención al cuadro patológico que padece y a consecuencia del cual le calificaron 52,82% de pérdida de capacidad laboral, situación que lo ubica en un grupo de especial protección. A todo lo cual se suma su edad -57 años-, y la difícil situación económica en la que se encuentra, aspectos que en su criterio son de relevancia constitucional para efectos de la prosperidad del amparo, máxime que la negativa de acceder a esa prestación se fundamenta en la no consideración de pagos realizados de buena fe al consorcio Prosperar.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación interpuesta contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del 1382/00 modificado por el 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la acción interpuesta mediante apoderado por la curadora del señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con la circunstancia fáctica planteada por el apoderado del señor CORREA HERNÁNDEZ, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES el pago de la pensión de invalidez a la que dice tener derecho, toda vez que en su sentir cumple las exigencias para obtener dicha prestación, si se tienen en cuenta las 83,8 semanas cotizadas entre mayo 1° de 2013 y marzo 30 de 2014.
Como desde otrora lo tiene planteado la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 
En este asunto se observa que al señor FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ se le dictaminó una pérdida de capacidad laboral del 52,84% con fecha de estructuración agosto 14 de 2015, y como quiera que se estableció que el mismo no tenía capacidad de ejercer su representación, se tramitó el respectivo proceso de interdicción judicial, siendo designada como guardadora legítima la señora SOR ÁNGELA MURGUEITO CORREA, quien procedió a reclamar ante COLPENSIONES la pensión de invalidez, misma que le fue negada por resolución sub 153167 de agosto 11 de 2017, al no acreditar las semanas de cotización exigidas con antelación a la fecha en que se estructuró la invalidez. Tal decisión fue objeto de solicitud de revocatoria directa, a la que no se accedió por parte de dicho Fondo.

Aunque el funcionario de primer nivel declaró la improcedencia de la acción constitucional, al considerar que la misma no es la llamada a intervenir en el presente evento, toda vez que en atención al principio de subsidiariedad el accionante debía acudir ante la jurisdicción ordinaria laboral para que sea allí donde se determine si en efecto le asiste o no razón a sus pretensiones; debe indicarse que tal postura ha sido morigerada por la Corte Constitucional al otorgar el amparo para ordenar el reconocimiento de pensión de invalidez cuando la negativa en concederla afecta derechos fundamentales como la vida, el mínimo vital y la dignidad humana, tal cual así lo indicó, entre otras, en la Sentencia T-579 de 2016, donde señaló: 


“Teniendo en cuenta que para reclamar el derecho a la seguridad social y, más específicamente, derechos de carácter prestacional, existen diferentes mecanismos de defensa judicial, la Corte Constitucional determinó, en principio, la improcedencia de la acción de tutela. No obstante, esta postura ha variado por considerarse que el desconocimiento de estos derechos podría significar la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, el mínimo vital y la dignidad humana
.


En el estado actual de la jurisprudencia de esta Corporación, se reconoce que el derecho a la seguridad social es fundamental, independiente y autónomo, susceptible de ser protegido por vía de amparo. De hecho, se ha determinado que tratándose de una pensión de invalidez, los mecanismos ordinarios carecen de idoneidad y eficacia y, en consecuencia, la tutela procede a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa judicial, ejemplo de ello, es la Sentencia T-376 de 2011 , reiterada en la Sentencia T-716 de 2015, en la cual se precisó que:

“[L]a jurisprudencia constitucional ha manifestado que el proceso ordinario laboral, debido a su duración y a los costos económicos que implica, no resulta idóneo y eficaz para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas que, como el actor, han sido calificadas como inválidas y a quienes les ha sido negada su pensión de invalidez, ya que sus condiciones y la ausencia de la prestación referida implican, de entrada, una afectación a la salud y al mínimo vital del peticionario”. 


En efecto, un proceso ordinario supone una carga, en costos y en tiempo, adicional a los padecimientos que de por sí suponen las graves condiciones socioeconómicas de una persona en estado de discapacidad, por ende, declarar improcedente una tutela por la existencia de otros mecanismos judiciales, en estos casos, resulta ser desproporcionado, situación que cobra mayor relevancia tratándose de quienes padezcan enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas, para las cuales el paso del tiempo y las alteraciones en sus condiciones de vida impacta de manera inminente sobre si vida […]”

Al arribar al caso singular, se tiene que si bien el señor CORREA HERNÁNDEZ cuenta en la actualidad con 57 años
, el mismo padece de algunas enfermedades que le generaron una pérdida de su capacidad para laborar, además de haber sido declarado en interdicción judicial, lo que ha ameritado que su supervivencia se dé gracias a la ayuda de amigos y familiares -situaciones éstas que no fueron desvirtuadas por las entidades accionadas-, por lo cual es evidente que el mismo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y en consecuencia es procedente el amparo reclamado, por lo cual el juez de primer nivel debió ingresar en el estudio de fondo de la acción de tutela, lo cual no hizo, y por ende la Sala deberá establecer si en efecto el actor tiene derecho a la prestación que exige.
A ese respecto, obsérvese que lo que reclama el apoderado del actor es que se tengan en cuenta a su favor las cotizaciones que hizo entre mayo 01 de 2013 al 30 de marzo de 2014, con la cuales completaría el requisito de densidad de semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la estructuración de su estado de invalidez.
A lo anterior corresponde asegurar además que si bien es cierto el señor CORREA HERNÁNDEZ realizó cotizaciones en dicho período, no puede dejarse de lado que el mismo era beneficiario del PSAP, y de conformidad con el artículo 28 de la Ley 100/93
 lo recibiría de forma temporal y parcial, destacándose que se afilió desde julio 01 de 1998. Pero lo que su apoderado no indicó es que fue retirado en abril 12 de 2013 por haber cumplido el lapso máximo establecido para el otorgamiento del subsidio al que hace alusión el artículo 2.2.14.1.24 del Decreto 1833 de 2016 como así se informó por parte del Consorcio COLOMBIA MAYOR. La disposición es del siguiente tenor:

“Pérdida del derecho al subsidio. El afiliado perderá la condición de beneficiario del subsidio al aporte en pensión en los siguientes eventos:

[…]

3) cuando se cumpla el período máximo establecido para el otorgamiento del subsidio.

[…]”

Igualmente se reitera la temporalidad del mencionado subsidio en el canon 2.2.14.1.28, al indicarse:
“Temporalidad del subsidio. La temporalidad del subsidio a la que se refiere el artículo 28 de la Ley 100 de 1993, corresponderá a las semanas de cotización señaladas por el Consejo Nacional de Política Social, en el documento Conpes número 3605 de 2009”.

Precisamente en el mencionado documento Conpes
, como igualmente lo informó el Consorcio COLOMBIA MAYOR, se señala que para el grupo poblacional de “independiente urbano” el tiempo de semanas subsidiadas equivale a 750, siendo este al cual perteneció el señor FERNANDO DE JESÚS CORREA, por lo cual no era posible que le fueran reconocidos tales beneficios con posterioridad a haber alcanzado ese número máximo de semanas. Y si bien en su caso fueron solamente 741.43 semanas cotizadas, ello lo fue por cuanto por los períodos 1999-06 y 1999-10 el actor no pagó el aporte parcial que le correspondía y por ende COLPENSIONES hizo devolución de dichos subsidios al Consorcio.

De lo anterior se extrae claramente que a partir del mes de mayo de 2013 el señor FERNANDO CORREA ya no podía recibir el subsidio de aporte en pensión por expresa prohibición legal. Y si bien cotizó a partir de mayo 01 de 2013 hasta marzo 30 de 2014, según los soportes allegados al dossier
, de su mera lectura se aprecia que continuó haciéndolo como beneficiario del subsidio en pensión, no obstante que ya había sido retirado del mismo, lo que implica que el pago que por tal concepto realizó -por valor de $9.432.oo- no era el que debía efectuar en su condición de particular, al haber perdido la calidad de afiliado al PSAP, aspecto que en sí mismo considerado afectaba la sostenibilidad financiera del sistema.
Como se aprecia, el actor no cumple con las exigencias para ser merecedor de la pensión de invalidez que reclama y si lo que pretende el mismo es que los períodos durante los cuales cotizó con posterioridad a la terminación del lapso en que recibió el subsidio del Consorcio COLOMBIA MAYOR, deberá acudir a la justicia laboral, por ser allí el espacio procesal apropiado para determinar si le asiste o no razón al accionante en ese aspecto específico.
En síntesis, considera la Corporación, en contravía de lo ordenado por el señor juez de primer nivel, que la tutela sí era procedente para acometer el estudio de la situación problemática, pero no obstante del análisis realizado se extrae que ninguna afectación a derechos fundamentales se incurrió por parte de las entidades accionadas, por cuanto, como ya se expresó, el mismo no cumple con las exigencias para ser merecedor de la pensión de invalidez que reclama.  

En ese orden de ideas, se modificará el fallo de primer grado en el sentido de NEGAR el amparo reclamado por el ciudadano FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ, al no evidenciarse la vulneración de sus garantías fundamentales.
6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE MODIFICA la sentencia proferida por el Juez Segundo Penal del Circuito de Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), en cuanto se NIEGA la acción de tutela presentada por el ciudadano FERNANDO DE JESÚS CORREA HERNÁNDEZ.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBAS

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA                  

Secretario

� T-619 de 1995, reiterada en la Sentencia T-194 de 2016


� De conformidad con lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia T-844/14 y reiterada en sentencia T-047 de 2015, se considera que una persona es de la tercera edad y por ende sujeto de especial protección constitucional, a partir de los 74 años.


 


� “ARTÍCULO. 28.-Parcialidad del subsidio. Los subsidios a que se refiere el presente capítulo serán de naturaleza temporal y parcial, de manera que el beneficiario realice un esfuerzo para el pago parcial del aporte a su cargo […]” 


� “REQUISITOS DE ACCESO AL PROGRAMA SUBSIDIADO DE APORTE A LA PENSIÓN FINANCIADO CON LOS RECURSOS DE LA SUBCUENTA DE SOLIDARIDAD DEL FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL”. 


� Ver folios del 41 Al 49.
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